DOCTRINA DEL TC EN MATERIA DE COMERCIO INTERIOR Y HORARIOS COMERCIALES

LA COMPETENCIA AUTONOMICA EN MATERIA DE COMERCIO INTERIOR (RTC 1993\284)
· “La competencia autonómica en materia de comercio interior incluye la de exigir capacitación oficial para el ejercicio de ciertas actividades comerciales refrendadas por un título o licencia que acredite ciertas aptitudes y conocimientos relacionados con la actividad mercantil y podrá proceder en su caso, a la imposición de una sanción administrativa a quienes realicen actos propios de dicha profesión sin estar en posesión de dicha capacitación oficial”

COMPETENCIA ESTATAL PARA ESTABLECER LA LIBERTAD DE HORARIOS COMERCIALES (STC 225/1993)

· Declara la legitimidad constitucional del RD Ley 2/1985 donde se establecía en su artículo 5.1 el principio de libertad horaria y de apertura de los establecimientos comerciales

· “La salvedad con que finaliza el art. 5.1 del RD Ley («sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas en los términos que establezcan sus respectivos Estatutos») no significa que la norma del Estado sólo es de aplicación directa en aquellas CCAA que gozan de meras competencias de ejecución en materia de comercio interior. 
· Ello, en primer lugar, porque el mismo art. 5.1 RDLey determina que las empresas pueden fijar libremente los horarios comerciales «en todo el territorio del Estado», lo que evidencia claramente que el ámbito de aplicación en el espacio de la norma no posee ninguna limitación y que, por tanto, se extiende al territorio de todas las CCAA, con independencia de los poderes, más o menos amplios, que hayan asumido en sus respectivos Estatutos. 

· En segundo lugar, porque en otro caso –y dada la pretensión de la disposición estatal, según su Preámbulo, de «fijar una norma básica para el ejercicio de las actividades comerciales»- no existiría la uniformidad mínima en todo el territorio nacional o el común denominador normativo que es inherente a una norma básica. 
· El TC le reconoce el carácter de normativa básica a la medida de establecer la libertad horaria: 
· Como norma básica, el art. 5.1 RDLey es aplicable a todo el territorio estatal, 
· Cada CCAA, sin embargo, dentro de su ámbito territorial, podrá ejercer las competencias de desarrollo normativo y/o ejecución, según lo establecido en el respectivo Estatuto en materia de «comercio interior».

· El TC encaja la medida liberalizadora de libertad horaria, en la competencia estatal de dirección y ordenación general de la economía nacional, (art. 149.1.13 CE) en cuanto que persigue fomentar la actividad económica y el empleo en el sector de la distribución.
· El TC no pone en duda el carácter de normativa básica de la medida y lo justifica de la siguiente manera: 

· Doctrina general sobre normas básicas: 
· el común denominador normativo que las normas básicas encierran se encuentra dirigido a asegurar de manera unitaria y en condiciones de igualdad los intereses generales.

· El contenido de las normas básicas no puede llegar a tal grado de desarrollo que deje vacías de contenido las correlativas competencias de la Comunidad. 
· La doctrina del TC sobre el límite de la legislación estatal básica no puede proyectarse sobre el aspecto parcial de la competencia autonómica.

· “por la finalidad y alcance del artículo 5.1 del RD Ley 2/1985 dicha medida debe tener un carácter básico y, por tanto, haya de aplicarse en la totalidad del territorio estatal.

· Porque la reestructuración del mercado de la distribución no podría lograrse sin quebranto de su unidad si tal medida sólo fuera aplicable en ciertos ámbitos autonómicos con exclusión de otros; de manera que estamos ante un supuesto en el que para conseguir objetivos de política económica nacional se precisa una actuación unitaria en el conjunto del territorio del Estado (STC 29/1986)
· Y frente a estas razones, por último, no cabe oponer el interés particular de una CCAA de proteger a ciertas categorías de establecimientos mercantiles, ya que la finalidad de la medida estatal se enlaza con la protección de intereses económicos generales por los que debe velar el Estado, como es el caso de la liberalización del mercado de la distribución en todo el territorio nacional y de la potenciación de la actividad económica

· Admite incluso que dicha medida puede llegar a implicar la consiguiente reducción de las competencias normativas asumidas por las CCAA en materia de comercio interior.

· La norma estatal ha establecido, con carácter principal, la libertad de las empresas para la fijación de los horarios de sus establecimientos. Y en la medida en que su contenido es un régimen de libertad de actividades es obvio que dicho precepto no requiere ulteriores desarrollos legislativos, al igual que tampoco precisa de intervenciones administrativas. El establecimiento de un régimen de libertad de horarios comerciales entraña, necesariamente, una desregulación legal en esta materia, pues el legislador deja a la libre voluntad de las empresas la elección de los días y horas de apertura de sus establecimientos

· No cabe estimar un vaciamiento de la competencia de comercio interior, aunque se haya reducido en una concreta materia o subsector específicos por las razones relativas y contenido de la norma estatal

· Resumen de los votos Particulares de D. José Gabaldón López y D. Carles Viver Pi-Sunyer mostrando su disconformidad sobre la atribución del carácter de normativa básica al artículo 5.1 RDLey 2/1985
· Para la regulación de los horarios de los locales comerciales debería haber prevalecido el título de competencia específico (comercio interior) sobre otro más amplio y genérico (como ha mantenido el TC en otras ocasiones). 

· De pocas cuestiones se puede decir que esté unido a la materia de comercio interior, como los horarios comerciales: «la estructuración u ordenación del mercado de la distribución corresponde en primera instancia a las CCAA a las que el bloque de la constitucionalidad ha atribuido la competencia exclusiva sobre comercio interior»

· El artículo 5.1 del RD Ley 2/1985 que establece el principio de libertad de horarios y de apertura y cierre –aun inserto en un Decreto-Ley de medidas de política económica- se refiere, directa y exclusivamente, a una cuestión concreta y específica del comercio interior, con un carácter además puntual respecto de horarios y días de actividad; no se adopta por otra parte, como «base de la planificación general de la actividad económica», sino como una más de la serie de medidas heterogéneas que se refieren directa o indirectamente a distintos aspectos de la economía. Desde este punto de vista no le sería atribuible el carácter material de básica en la planificación económica general, pese a la afirmación de su preámbulo. Pero sobre todo porque incide directamente en una cuestión específica del comercio interior, no para coordinarlo, limitarlo o enmarcarlo, sino de tal modo que anula enteramente toda posibilidad de actuación de la CCAA en este punto. 
· Viver muestra su desacuerdo en encuadrar las actividades públicas en una materia competencial a partir exclusiva o primordialmente de sus fines. Los fines deben perseguirse mediante las competencias atribuidas a cada ente por el bloque de la constitucionalidad, y en consecuencia, para encuadrar las actuaciones públicas en uno u otro ámbito competencial deberá estarse al objeto y contenido de la actuación pública  Los fines podrán servir mediatamente para determinar el objeto y contenido de la actuación pública, pero, salvo casos realmente excepcionales, no pueden ser utilizados como criterios autónomos de delimitación competencial
· Viver muestra su desacuerdo con que los fines aducidos en el RD Ley 2/1985 (el fomento y potenciación de la actividad comercial, la reestructuración y liberalización del sector de distribución) sean fines decisivos para incluir la medida en las bases de la ordenación general de la economía, vaciando la competencia autonómica relativa a la submateria de horarios comerciales.

· El hecho de que una actuación pública tienda a fomentar o potenciar un determinado sector económico no justifica su inclusión en la competencia sobre bases de la ordenación general de la economía. Este es, evidentemente, un objetivo que también corresponde a las CCAA que posean competencias exclusivas sobre los diversos sectores económicos

· Para que la finalidad de fomento de la actividad comercial pueda convertirse en criterio para atribuir la titularidad al Estado será necesario que la actuación controvertida produzca un desarrollo económico significativo (STC 76/1991). Lo contrario conllevaría una expansión ilimitada a la competencia estatal sobre base de la ordenación general de la economía.
· Niega el carácter de medida básica de ordenación general de la economía, por entender que según los datos económicos manejados, la libertad de horarios no produce un incremento significativo del volumen de la actividad comercial en su conjunto, no genera un aumento directo y significativo de la demanda interna. Su influencia en el mercado de distribución se manifiesta más en el incremento del peso de unos agentes comerciales –las grandes superficies- sobre otros –pequeños y medianos comercios-, que en el volumen total de las transacciones comerciales. En su opinión, la incidencia real de la medida lleva directamente a negar que por su finalidad de fomento del comercio, la libertad de horarios tenga el carácter de medida básica de ordenación general de la economía.

· De la misma manera niega que toda medida ordenadora y liberalizadora del comercio pueda entenderse, sin más, como perteneciente a las bases de la ordenación económica general. El principio del que debe partirse debe ser precisamente el contrario: la estructuración u ordenación del mercado de distribución corresponde en primera instancia a las CCAA a las que el bloque de constitucionalidad ha atribuido la competencia sobre comercio interior en exclusiva y, en consecuencia, la posibilidad de diseñar políticas comerciales propias. Los hábitos y estructuras comerciales dependen de variables de carácter marcadamente local y los poderes públicos que mejor conocen sus problemas y sus posibles soluciones son los que más cerca están de los mismos. 
· La alusión a la mayor competitividad entre las empresas resulta más que discutible, tanto desde el punto de vista práctico –ya que ningún dato avala que esa mayor competitividad venga garantizada por la presencia de las grandes superficies comerciales situadas en posiciones de dominio en el mercado de distribución
- como desde el punto de vista jurídico –ya que, como bien se dice en la Sentencia, el título estatal sobre defensa de la competencia difícilmente puede admitirse que tenga vinculación directa con un régimen de libertad de horarios-; la defensa de los consumidores, que también se aduce, no es un título de distribución competencial, sino un principio rector de la política social y económica que la CE impone en general a «los poderes públicos» que, en virtud de las reglas atributivas de competencias, sean titulares de las competencias sobre esta materia (entre otras STC 88/1986 Y 62/1991); por fin el incremento de la producción de bienes y servicios, en definitiva, crecimiento de la actividad económica general, que efectivamente podría justificar la medida, no es, como ya se ha dicho, suficientemente significativo como para avalar esta intervención estatal en el tejido comercial de las diversas CCAA. Dicho de otra forma, la restricción de la competencia autonómica sobre comercio interior que esta medida supone no es proporcional a la incidencia que la misma tiene en el ordenamiento general de la economía.
· Tampoco le convence el argumento según el cual “la medida tiene carácter de básico porque su aplicación debe ser unitaria en todo el territorio estatal”: atribuir a la unidad del orden económico nacional o a la unidad de mercado la necesidad de un tratamiento unitario, supone desconocer que esa unidad básica indiscutible no es incompatible con la existencia de estructuras comerciales y horarios dispares, como lo prueba la existencia de una pluralidad de regulaciones sobre horarios en el seno de varios Estados europeos e incluso en el nuestro en épocas de fuerte centralización política. El TJCCEE, que precisamente tiene encomendada la tarea de velar por la unidad del mercado europeo, ha reiterado en múltiples ocasiones que la diversidad de horarios comerciales en modo alguno conculca o pone en peligro esa unidad.
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� Podría resultar interesante completar este informe con un análisis económico sobre la incidencia de la medida desde el año 1985 en distintas CCAA, en la línea que propone el magistrado disidente.


� Podría añadirse que además con más recursos económicos y humanos para hacer frente a la medida de libertad horaria que el medio y pequeño comercio.
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